Corrientes, 07 de diciembre de 2011.

Y VISTOS: Estos autos caratulados: "LEGAJO DE APELACIÓN EN INCIDENTE DE MEDIDA CAUTELAR en autos: LUGO SILVIA ITATI Y OTROS S/ AGUAS DE CORRIENTES S.A. S/ SUMARISIMO". Expte. N° 30736.

Y CONSIDERANDO: LA SEÑORA VOCAL DOCTORA MARIA EUGENIA SIERRA DE DESIMONI DIJO:

1.- Que por Resolución N° 197 dictada el 29/06/2011 (fs. 95/98) el Superior Tribunal de Justicia declaró la incompetencia de ese Alto Cuerpo y reenvió la causa a esta Sala IV de la Cámara de Apelaciones para el tratamiento del recurso de nulidad y apelación interpuesto por la empresa Aguas de Corrientes S.A. (fs. 14/23) contra la medida cautelar decretada por la Sra. Juez A quo.

2.- Definida, entonces, la competencia de esta Alzada para entender en autos, cabe analizar la pretensión recursiva de la demandada.

La misma tiene por objeto dejar sin efecto la medida cautelar dispuesta por la A quo en la resolución n° 02 (fs. 4/6 y su aclaratoria de fs. 7 y vta.) y la ampliación dispuesta por resolución n° 269 (fs. 12/13 vta.).

La resolución en cuestión suspendió la aplicación del aumento de la tarifa que la empresa Aguas de Corrientes S.A. había dispuesto por la prestación del servicio de agua corriente y cloaca, ordenando que la misma sea liquidada conforme los parámetros que se encontraban vigentes con anterioridad al aumento y decidiendo, además, que la demandada se abstenga de efectuar cortes de servicio por falta de pago de las facturas emitidas con los incrementos.Dicha medida fue ampliada por la "A quo" en la resolución n° 269 (fs. 12/13 vta.) haciendo extensiva la medida cautelar a todos los usuarios del servicio público.

3.- Disconforme con lo decidido, la empresa Aguas de Corrientes S.A. interpuso nulidad y apelación (fs. 14/23).

Funda la nulidad en la ausencia de explicación de la verosimilitud del derecho y en la falta de resolución del planteo de incompetencia.En segundo lugar dice que la anterior sentenciante se ha extralimitado del limitado marco cognoscitivo del proceso cautelar, yendo al fondo de la cuestión y anticipando, de ese modo, el resultado del proceso.

Luego, sostiene la manifiesta improcedencia de la medida cautelar afirmando que no se hallan reunidos los presupuestos que hace a su admisión.

En forma particular señala que la A quo ha hecho un examen meramente dogmático y superficial al momento de evaluar la verosimilitud del derecho ya que la tarifa de un servicio publico involucra cuestiones técnicas complejas que explican sus costos, la sustentabilidad de la prestación y el diseño provincial del servicio establecido en el marco regulatorio. Que la justicia ya se ha expedido sobre la legitimidad del procedimiento establecido en el art. 39 del Contrato de Concesión para regular el procedimiento de redeterminación tarifaria en el marco de la acción "Aguas de Corrientes S.A. c/ Estado de la Provincia de Corrientes...s/ acción declarativa de certeza", Expte. N° 58.042/05, con sentencia firme dictada el 25/11/2005 por el Juzgado Civil y Comercial N° 13.

Y en cuanto a la necesidad de llevar a cabo una audiencia pública, dice que ello no es necesario para el incremento por ajustes de costos del servicio, lo cual no vulnera la Constitución Nacional ni provincial toda vez que dicho procedimiento no está prescripto en el marco regulatorio del servicio para tal supuesto.

Con relación al peligro en la demora señala que tal extremo no ha sido justificado suficientemente en el sub lite ya que se trata de un daño conjetural e hipotético basado en la posible interrupción del servicio.Agrega a ello que no se ha acreditado el perjuicio irreparable ya que el fundamento esgrimido por el actor refiere al tiempo de duración del proceso lo que se encuentra garantizado, dice, con el trámite sumarísimo otorgado a estas actuaciones.

Como cuarto agravio sostiene que no se ha considerado el interés público comprometido en la prestación del servicio público de jurisdicción provincial y la grave repercusión que la medida tiene en la regularidad, continuidad y eficacia del servicio.

Finalmente dice que no se verifican los presupuestos de intereses homogéneos requeridos por la reciente doctrina de la CSJN para habilitar la procedencia de una medida cautelar con efectos erga omnes.

En subsidio plantea la fijación de una contracautela proporcionada a la magnitud del daño que la medida ocasiona a la empresa Aguas de Corrientes S.A. y solicita que el recurso sea concedido con efecto suspensivo.

4.- Resumidos de tal forma los agravios del recurrente (los que fueron replicados a fs. 26/28) adelanto que los mismos no resultan suficientes para conmover la decisión apelada.

En primer lugar, cabe situar esta decisión dentro del marco del proceso cautelar donde el análisis de los hechos se satisface con un examen de probabilidades y de verosimilitud que, como tal no excede el marco de lo hipotético y dentro de lo cual, ha dicho la Corte Suprema de Justicia, agota su virtualidad (Fallos 306-2-2060, entre otros).

Dicho esto, también corresponde tener en cuenta que los jueces no estamos obligados a seguir a las partes en todas sus alegaciones sino tan sólo a pronunciarnos acerca de aquellas que se estimen conducentes para fundar las conclusiones y que resulten decisivas para la solución de la controversia, conforme ancestral doctrina de la Corte Suprema (Fallo 307:2216; JA 1986-IV-341).

5.- Así entonces, comenzaré por señalar que el recurso de apelación fue concedido con efecto devolutivo (cfr. providencia 32843 de fs. 30) y ello es justamente lo que prevé el art. 198 último párrafo del Código Procesal:"el recurso de apelación, en caso de admitirse la medida, se concederá en efecto devolutivo".

De modo que la suspensión de los efectos de la medida cautelar decretada en autos - solicitado por el apelante- resulta inatendible.

Respecto al agravio vinculado al prejuzgamiento de la cuestión de fondo, cabe remitir, a lo expresado por RAMIRO SIMON PADROS en su obra LA TUTELA CAUTELAR EN LA JURISDICCION CONTENCIOSO-ADMINISTRATIVA - Ed. Lexis Nexis - Bs.As. - 2005, página 91. Dice este autor que ".la prohibición de prejuzgar sobre la resolución de fondo no puede impedir, en ningún caso, como viene siendo admitido en ciertos regímenes europeos, la tutela judicial efectiva del derecho cuya protección provisional se demanda -verdadero objeto y razón de ser de las medidas cautelares-, lo que resultará particularmente visible en aquellos supuestos donde el contenido de la pretensión cautelar es el otorgamiento de medidas de anticipación. De lo contrario, la medida cautelar quedaría vacía de contenido y se convertiría en una mera apariencia jurídica, sin sustento real alguno en los hechos objeto de la litis, habida cuenta de que siempre que se solicitara una petición semejante, el juez se enfrentaría con el obstáculo del eventual prejuzgamiento como impedimento para la hipotética resolución favorable al demandante.

Ello ha sido expresado por nuestro Superior Tribunal de Justicia en el "INCIDENTE DE MEDIDA CAUTELAR INNOVATIVA EN AUTOS:AGUIRRE, ZULMA BEATRIZ S/ PREPARA ACCION JUDICIAL", Interlocutorio N° 542 de fecha 3/08/2010, donde además señaló que la propia Corte advirtió que "en ciertas ocasiones, como ocurre en la medida de no innovar y en la medida cautelar innovativa, existen fundamentos de hecho y de derecho que imponen al tribunal expedirse provisionalmente sobre la índole de la petición formulada, sin que ello implique incurrir en prejuzgamiento, "pues es de la esencia de esos institutos procesales de orden excepcional enfocar sus proyecciones -en tanto dure el litigio- sobre el fondo mismo de la controversia, ya sea para impedir un acto o para llevarlo a cabo, porque dichas medidas precautorias se encuentran enderezadas a evitar la producción de perjuicios que se podrían producir en caso de inactividad del magistrado y podrían tornarse de muy dificultosa o imposible reparación en la oportunidad del dictado de la sentencia definitiva.(Corte Sup., 7/8/1997, "Camacho Acosta, Maximino v.Grafi Graf SRL y otros" , Fallos 320:1633)".

En suma, la naturaleza propia de la medida de no innovar y de la medida cautelar innovativa vuelve necesario, muchas veces, ingresar a una valoración provisoria de la pretensión incoada pero ello no importa haber incurrido en prejuzgamiento.

6.- Pasando al análisis del agravio expresado con respecto a la verosimilitud del derecho, advierto que tal extremo ha sido suficientemente analizada por la A quo dentro del marco cognoscitivo cautelar, apareciendo verosímil el derecho del judicante, ponderado y expuesto los motivos que, con el grado de probabilidad exigido, fundamentan su proceder.

Las razones que expresa el recurrente en orden a la determinación del proceso tarifario son cuestiones que deberán ser analizadas al momento del pronunciamiento de fondo y que no resultan exigibles para el decreto cautelar en cuestión.

Aquí, en esta etapa del proceso, basta que el derecho del accionante supere el juicio de probabilidad y ello, cabe admitir, es lo que ha sucedido.

En tal sentido no puedo dejar de valorar que el criterio de la Sra.Juez A quo respecto de la audiencia pública, sigue la línea de razonamiento expuesto por el Superior Tribunal de Justicia en los autos "ASOCIACION DE USUARIOS Y CONSUMIDORES DE LA PROVINCIA DE CORRIENTES C/ DIRECCION PCIAL. DE ENERGIA DE CTES. Y ESTADO DE LA PCIA. DE CORRIENTES S/ AMPARO"; Expediente Nº 32226/9, Sentencia N° 12/2009 y que resulta aplicable al caso en razón de la similitud fáctica y jurídica de ambos reclamos.

En dicho precedente sostuvo que "El principio de las audiencias públicas es de raigambre constitucional y constituye el único medio para conseguir la efectiva participación de los interesados".

Por consiguiente, la inobservancia de la audiencia pública (cuestión admitida por el propio recurrente al argumentar que se trata de un recaudo no exigible) resulta, prima facie, motivo suficiente para la su spensión cautelar del incremento establecido por el servicio de conformidad al criterio sentado por la Corte provincial.

De modo que mal puede reprocharse el juicio de la A quo quien -con su postura- respetó la corriente jurisprudencial de nuestro Superior Tribunal de Justicia.

Y según lo ha venido sosteniendo ese Alto Cuerpo "los jueces de grado no pueden válidamente prescindir de la doctrina legal del Superior Tribunal sin dar razón plausible para ello, es decir, en silencio, sin demostrar ni el error ni la inconveniencia de ella. Los jueces no tenemos el derecho de someter a los justiciables a una actividad antifuncional, inútilmente dispendiosa, a sabiendas del criterio contrario del Tribunal de Casación ad quem. Lo impide el principio de economía y la garantía correspondiente del debido proceso. En cualquier caso, con dejar a salvo en el voto el pensamiento distinto del juez a quo sentenciante, queda asegurada su independencia de criterio" (voto del Dr. Farizano in re Cabrera Cantalicio, Alberto c. Jacobo, Carlos A. y otros; STJ Corrientes, 2004/09/17; publicada en La Ley Litoral, año 9, N° 3; Abril de 2005; pp.249/250).

7.- Con relación al otro extremo de la medida cautelar, esto es peligro en la demora, entiendo que el perjuicio se encuentra acreditado desde el momento que está en discusión la legitimidad del incremento tarifario y ello importa el riesgo -para el usuario- de tener que verse obligado a realizar un pago posiblemente indebido, lo que se traduciría -además- en un enriquecimiento sin causa por parte de la empresa demandada.

Y al respecto mal puede señalarse que se trata de un daño hipotético o conjetural. Aquí no hay conjeturas posibles desde que el incremento ha sido dispuesto por la Empresa Aguas de Corrientes S.A. y ello se traduce automáticamente en la elevación del costo del servicio que se refleja en la facturación del mismo.

Por otra parte no ha de descartarse como factor de decisión, la prolongación del proceso en curso. Aún cuando el trámite sumarísimo supone una abreviación de los plazos, la realidad procesal muchas veces dista enormemente de lo que debe ser, tal como refleja esta misma causa que ya lleva prácticamente dos años.

Finalmente, en cuanto al planteo relativo a la contracautela, siendo que éste no es un requisito de procedencia, el interesado en su modificación puede hacer valer su derecho formalizando el respectivo incidente demostrando su insuficiencia ante el Juez de la causa tal como lo prevé el art. 201 del CPCC.

8.- Respecto al alcance "erga omnes" cabe destacar lo expresado por el Sr. Ministro del Superior Tribunal de Justicia, Dr. Augusto Niz, al emitir su voto en los autos "Defensora de Pobres y Ausentes N° 2º c/ Dirección Provincial de Corrientes... s/Amparo" , cuyos conceptos -que hago míos- resultan enteramente aplicables al presente caso.

"...Está claro en autos, que el bien afectado sería el derecho de propiedad de los usuarios, por tanto, no hay un bien colectivo sino derechos individuales, enteramente divisibles afectados; pero, teniendo en cuenta que el conjunto de usuarios de la D.P.E.C.resulta afectado por la modificación del cuadro tarifario y el consecuente incremento de las facturaciones, resulta razonable, ante esa homogeneidad de la causa fáctica y normativa, la existencia de un solo juicio siempre que se arbitre en el caso concreto, como señala la Corte en "Halabi, Ernesto c/ P.E.N. - ley 25.873 - dto. 1563/04 s/ amparo ley 16.986" el 24/02/2009 , "[...] un procedimiento apto para garantizar la adecuada notificación de todas aquellas personas que pudieran tener un interés en el resultado del litigio, de manera de asegurarles tanto la alternativa de optar por quedar fuera del pleito como la de comparecer en él como parte o contraparte. Es menester, por lo demás, que se implementen adecuadas medidas de publicidad orientadas a evitar la multiplicación o superposición de procesos colectivos con un mismo objeto a fin de aventar el peligro de que se dicten sentencias disímiles o contradictorias sobre idénticos puntos.[...]".

Ello fue explicado claramente por la Corte en la causa Halabi (Halabi, Ernesto c/ P.E.N. - ley 25.873 dto. 1563/04 s/ amparo ley 16.986) al punto 12 de los Considerandos:

"Que la Constitución Nacional admite en el segundo párrafo del art. 43 una tercera categoría conformada por dere­chos de incidencia colectiva referentes a intereses individua­les homogéneos. Tal sería el caso de los derechos personales o patrimoniales derivados de afectaciones al ambiente y a la com­petencia, de los derechos de los usuarios y consumidores como de los derechos de sujetos discriminados.

En estos casos no hay un bien colectivo, ya que se afectan derechos individuales enteramente divisibles. Sin em­bargo, hay un hecho, único o continuado, que provoca la lesión a todos ellos y por lo tanto es identificable una causa fáctica homogénea. Ese dato tiene relevancia jurídica porque en tales casos la demostración de los presupuestos de la pretensión es común a todos esos intereses, excepto en lo que concierne al daño que individualmente se sufre.Hay una homogeneidad fáctica y normativa que lleva a considerar razonable la realización de un solo juicio con efectos expansivos de la cosa juzgada que en él se dicte, salvo en lo que hace a la prueba del daño."

De modo que el efecto expansivo de la cosa juzgada, como dice la Corte, es lo que justifica el alcance "erga omnes" de la presente medida cautelar.

9.- Por las razones expuestas, y de ser compartido este voto, corresponderá: No hacer lugar al recurso de nulidad y apelación interpuesto a fs. 14/23 confirmando en todos sus partes las Resoluciones N° 02 (fs. 4/6), su aclaratoria (fs. 7 y vta.) y la ampliación dispuesta por resolución n° 269 (fs. 12/13 vta.).Costas al apelante vencido.

Es mi voto.

A LA MISMA CUESTION: EL SEÑOR VOCAL DOCTOR CARLOS ANIBAL RODRIGUEZ DIJO: Que no puedo menos que coincidir en líneas generales con el voto de la distinguida Vocal que antecede. Sin perjuicio de ello agrego los siguientes fundamentos:

1.- Que es el propio Ente Regular del Agua de Corrientes (Administración de Obras Sanitarias de Corrientes), quién ha aceptado el mecanismo de audiencia pública para la toma de decisio- nes en el sentido de la acción instaurada en autos. Así dicho ente convocó a audiencia pública - según la información oficial -:

"AUTORIDAD CONVOCANTE: Administración Obras Sanitarias de Corrientes (AOSC).OBJETO DE LA AUDIENCIA PÚBLICA: Conocimiento y análisis de la opinión de los sectores interesados, con carácter previo a la adopción de la decisión que corresponda, en el marco de los artículos 39 y 46 del Contrato de Concesión, respecto de los informes producidos en las presentes actuaciones y, en particular, de las alternativas regulatorias y contractuales formuladas por el equipo consultor en los puntos 2.1.3 (2.1.3.1. a 2.1.3.9.), 2.2. y 2.3. de su Informe Complementario de fecha 04 de noviembre de 2011. FECHA, HORA Y LUGAR DE CELEBRACIÓN:La Audiencia Pública se llevará a cabo el día miércoles 7 de diciembre de 2011, a las 11:00 horas, en el Salón Auditorio del Colegio de Abogados , sito en la calle Tucumán Nº 570, de la ciudad de Corrientes, y se desarrollará de conformidad con las previsiones de la Ley N° 5.982."( Ver: http://www.corrientes.gov.ar/portal/node/9806, consulta del día 5-12-2011). Por lo que por aplicación de la teoría de los actos propios, entiendo que la medida cautelar se halla plenamente justificada.

2.- La cuestión compete a los "Derechos Humanos fundamentales", en lo referente a la cuestión económica de su costo, como así también al derecho a la información del acceso al agua potable por parte de la población.

Como lo afirmé "in re" "MARCORÉ, MARTA SUSANA C/AGUAS DE CORRIENTES S.A. Y ENTE REGULADOR DE OBRAS SANITARIAS S/AMPARO"; Expte. n°22276/8, sentencia del 25 de agosto de 2.010, en el que dije:

"el derecho al acceso al agua potable como Derecho Humano consagrado en nuestra Carta Magna Provincial es por ende un Derecho Fundamental y así lo enumeraron expresamente nuestros constituyentes provinciales al reformar nuestra Constitución Provincial en 2.007, estableciendo en el art. 59°:

"Artículo 59°: El agua es un bien social esencial para la vida. El Estado Provincial debe garantizar el acceso al agua saludable...".

De ello también se hace eco la doctrina al decir que en la conceptualización del derecho al acceso al agua en la actualidad se ha producido un nuevo salto cualitativo en la protección de tal prerrogativa humana, consolidándose sus características de valor indispensable no sólo para la subsistencia, sino también en el campo propio de los derechos humanos (Conf. Pinto, Mauricio; Torcchia, Noelia y Martín, Liber; El Derecho Humano al Agua, Ed. Abeledo Perrot, Bs. As., 2008, p.23).

Ahora bien al ser declarada por la Asamblea de las Naciones Unidas como un "Derecho Humano Esencial", entiendo que una adecuada interpretación de los Tratados Internacionales que nuestro orden jurídico da carácter constitucional, también lo es a nivel nacional.

Podemos entonces analizar el impacto de tal declaración a la luz de nuestra Constitución Nacional que da jerarquía constitucional a los Tratados sobre Derechos Humanos (Art. 75º, inc. 22 ).

La Declaración Universal de los Derechos Humanos (1948) establece: -

"Artículo 3. Todo individuo tiene derecho a la vida, a la libertad y a la seguridad de su persona".

El Pacto Internacional de Derechos Económicos, Sociales y Culturales (Adoptado y abierto a la firma, ratificación y adhesión por la Asamblea General en su Resolución 2200 A (XXI), de 16 de diciembre de 1966) establece:

"Artículo 3: Los Estados Partes en el presente Pacto se comprometen a asegurar a los hombres y a las mujeres igual título, a gozar de todos los derechos económicos, sociales y culturales enunciados en el presente Pacto.

Artículo 11.1. Los Estados Partes en el presente Pacto reconocen e l derecho de toda persona a un nivel de vida adecuado para sí y su familia, incluso alimentación, vestido y vivienda adecuados y a una mejora continua de las condiciones de existencia. Los Estados Partes tomarán medidas apropiadas para asegurar la efectividad de este derecho, reconociendo a este efecto la importancia esencial de la cooperación internacional fundada en el libre consentimiento".

La Conferencia Mundial De Derechos Humanos en su Declaración y Programa de Acción de Viena (Viena, 14 a 25 de junio de 1993) dice:

"5. Todos los derechos humanos son universales, indivisibles e interdependientes y están relacionados entre sí. La comunidad internacional debe tratar los derechos humanos en forma global y de manera justa y equitativa, en pie de igualdad y dándoles a todos el mismo peso.Debe tenerse en cuenta la importancia de las particularidades nacionales y regionales, así como de los diversos patrimonios históricos, culturales y religiosos, pero los Estados tienen el deber, sean cuales fueren sus sistemas políticos, económicos y culturales, de promover y proteger todos los derechos humanos y las libertades fundamentales".

Por otra parte la Convención de Viena sobre el Derecho de los Tratados que regula la interpretación de los vigentes consagra el principio de "buena fe" en su interpretación.

El derecho al agua presenta un espectro abarcativo muy superior al decimonónico uso común e incluso más amplio que la mera noción del servicio público de abastecimiento poblacional.

Como dije, la Asamblea General de la ONU reconoció el 28 de Julio de 2.010 el acceso al agua potable como un derecho humano básico y urgió a garantizar que los casi 900 millones de personas que carecen del líquido vital puedan ejercer ese derecho. En una resolución adoptada por 122 votos a favor, ninguno en contra y 41 abstenciones, la Asamblea estipuló también que el acceso a los servicios sanitarios básicos es un derecho en vista de que la contaminación del agua es una de las principales causas de mortalidad en los países más pobres. En dicha Asamblea la representante de Argentina, ministra Ana María Bianchi explicó el voto a favor de su país diciendo: "La Argentina entiende que es una de las responsabilidades principales de los Estados asegurar a sus habitantes el derecho al agua como una de las condiciones fundamentales para garantizar el derecho a la vida y para asegurar un nivel de vida adecuado".-En la resolución aprobada por dicha Asamblea, que lleva como título:"EL DERECHO HUMANO AL AGUA Y EL SANEAMIENTO", se reconoce la importancia de disponer de agua potable y saneamiento en condiciones equitativas como componente integral de la realización de todos los derechos humanos y en tal sentido se reafirmó la responsabilidad de los Estados de promover y proteger todos los derechos humanos, que son universales, indivisibles, interdependientes y están relacionados entre sí y que deben tratarse en forma global y de manera justa y equitativa y en pie de igualdad y recibir la misma atención.

Es obvio entonces que al reconocer el acceso al agua potable como un derecho humano básico, no solo se está protegiendo el derecho a la vida y a la salud física, sino que ello debe compatibilizarse con el resto de los derechos y entre ellos, el derecho a trabajar también reconocido constitucionalmente.

En virtud de ello no puedo sino llegar a la conclusión que una norma provincial de concesión de un servicio público, nunca puede oponerse a un Derecho Humano Fundamental.

La idea de "derecho humano" engloba una serie de prerrogativas que conjugan en la unicidad de la personalidad humana y su dignidad, y en la medida en que el acceso al agua determine la satisfacción de tales aspectos, se impondrá su análisis dentro de esa figura tutelar (Conf. Pinto, Mauricio; Torchia, Noelia y Martín Liber, El Derecho Humano al Agua, particularidades de su reconocimiento evolución y ejercicio, Ed. Abeledo Perrot, Bs. As., 2008, pp. 23/25).

En ese sentido el Art. 41º de nuestra Constitución establece que todo habitante tiene el derecho de gozar de un ambiente sano, equilibrado y apto para el desarrollo humano.

Y el 42º que: "Los consumidores y usuarios de bienes y servicios tienen derecho, en la relación de consumo, a la protección de su salud, seguridad e intereses económicos...".

En innegable que el agua es un bien económico escaso.A esta altura de la historia podemos decir sin hesitación alguna que se trata de un bien estratégico de las naciones ya que es muy probable que las guerras del futuro lo sean por el acceso al agua potable.

Que existe un sórdida discusión si debemos tratar al agua como una mercancía más o si por el contrario, al estar comprometidos "derechos humanos" debe ser un bien accesible a todos (por lo menos en las cantidades necesarias para satisfacer sus necesidades básicas) independientemente de su situación económica o la posibilidad que tenga de pagar por los servicios de saneamiento del agua.

De tal análisis puedo concluir que se trata de un derecho humano fundamental, es decir constitucionalizado.

Y al ser derecho humano fundamental, nos encontramos en la cúspide misma de nuestro derecho positivo. En efecto, podemos decir sin hesitación alguna que en la cúspide normativa de la Argentina coexiste hoy una doble legalidad constitucional. Por una parte la dogmática constitucional, esto es la Declaración de Derechos y Garantías de la CN de 1853/1860 y por otro 10 Tratados Supranacionales de DD.HH., incorporados a la CN por vía del artículo 75, inc. 22 y otros dos (2) jerarquizados posteriormente por decisión del Congreso Nacional con las mayorías exigidas por la norma del art. 75-22 de la CN.

En un segundo nivel de esta pirámide trunca que es hoy el Orden Jurídico Argentino, se encuentra la llamada supralegalidad infraconstitucional. En este nivel se ubican los demás Tratados, Pactos y Convenciones suscriptos por el país y que no fueron nominados por el art. 75, inc. 22.".

3. Entiendo además que estos derechos son derechos humanos de Tercera Generación (Conf. Amaya, Jorge Alejandro, Mecanismos Constitucionales de Protección al Consumidor, Ed. La Ley, Bs. As., 2004, p. 34).

La reforma constitucional de 1994, adhiriendo a una corriente internacional que busca jerarquizar los derechos de "tercera generación", consagró expresamente en su Art.42 las prerrogativas de los consumidores y usuarios, estableciendo un amplio espectro de protección que abarca la salud, seguridad e intereses económicos de las personas; condiciones de trato equitativo y digno e información adecuada y veraz (Amaya, op. cit. pp.35/36).

Los usuarios y consumidores deben recibir la suficiente información, que nuestros convencionales constituyentes provinciales consagraron en nuestra Carta Magna provincial. Así, el Art.48° establece:

Art.48°:.... La legislación establece los marcos regulatorios de los servicios públicos de competencia provincial, previendo el mecanismo de audiencias públicas y la necesaria participación en los organismos de control y en la confección o modificación de dicho régimen regulatorio, de las asociaciones de consumidores y usuarios y de los municipios interesados. ...".

En el caso específico, la ley que regula la materia es la Ley de Defensa del Consumidor, Ley 24.240 y sus modificatorias, en cuanto rige la actividad de los "servicios públicos domiciliarios", (arts. 25 y sgts. y en su parte pertinente).

Ello es así ya que el "modelo de contrato" del Código Civil, a pesar de las reformas de la ley 17.711 , es distinto al "modelo "que surge del Derecho del Consumidor en una pluralidad de temas de máxima jerarquía (Conf. Mosset Iturraspe, Jorge, Derecho Civil Constitucional, E. Rubinzal Culzoni, Sta. Fé, 2011, p.329).

El mercado, ha menester de contralor, vigilancia, seguimiento, por parte del Estado, de la Administración Pública y, en alguna medida, por el Poder Judicial, ya que la antigua pretensión de un "mercado libre", dejado a su iniciativa, regulado por "hilos invisibles" que conducen a un "orden espontáneo", de cuyas transacciones se predicaba "necesariamente la justicia", es una irrealidad, una cruel ilusión, una falsa e interesada utopía. El Estado debe intervenir en la vida del mercado para asegurar que al lado de la "utilidad" buscada impere la justicia en los negocios, el equilibrio y la confianza.Ocurre que ha dado finalmente, el paso de lo individual a los social, del interés empresario, al interés de la comunidad, de una fraternidad desmentida a una solidaridad afanosamente buscada. (Conf. Mosset Iturraspe, op. cit. p.349).

El servicio de agua potable, es un servicio público, entendido como tal que la actividad es prestada por una empresa privada, para dar cierta satisfacción en forma regular y continua a cierta categoría de necesidades de interés general, con sujeción al régimen del derecho público. (Conf. Carranza Torres, Rossi, Jorge O., Derecho del Consumidor, Ed. Alveroni, Córdoba, 2009, p.201).

4.-La celebración de audiencias públicas, no es más que el ejercicio del derecho a la información y participación que tienen los consumidores y usuarios de un servicio público.

Así las Directrices de las Naciones Unidas reconocen a las organizaciones de consumidores, la oportunidad de hacer oír sus opiniones, en los procesos de adopción de decisiones que afecten los intereses de aquellos (Art.3, inc.f ). La ley de Defensa del Consumidor avanza más aun sobre el particular, pues impone al Estado el fomento, no sólo del funcionamiento de asociaciones de consumidores, sino, especialmente, de la participación de la comunidad en ellas (art.60), tratando de ese modo, de perseguir un activismo de la población en defensa de sus intereses y con ello, garantizar el pluralismo y la democracia del movimiento asociativo-consumerista argentino (Conf. Stiglitz, Gabriel, Reglas para la defensa de los consumidores y usuarios, Ed. Juris, Rosario, 1997, p. 39).

El Pacto de San José de Costa Rica en su artículo 13, inc. 1ro. otorga a toda persona el derecho a buscar, recibir y difundir información. (Conf. Amaya, Jorge Alejandro, op. cit. p.83).

En definitiva los Constituyentes Provinciales, no han hecho más que ampliar los requisitos para que el Estado, quien tiene la obligación de proteger a consumidores y usuarios, instrumente el sistema de audiencia pública para la protección de sus intereses económicos.

Tal cláusula constitucional provincial es operativa, como lo son todos los derechos constitucionalizados en nuestro régimen jurídico aplicable al caso.

5.- En relación a la legitimación procesal de los peticionantes, es de recordar que en las acciones colectivas referidas a intereses individuales homogéneos patrimoniales, es admisible cuando se trata de una relación de consumo (Conf. Lorenzetti, Ricardo Luis, Justicia Colectiva, Ed. Rubinzal Culzoni, Sta. Fé, 2010, p. 23).

Esta acción puede ser deducida por el consumidor, por las asociaciones, la autoridad de aplicación nacional o local, el Defensor del Pueblos y el Ministerio Público Fiscal (Conf. Lorenzetti, op. cit. p. 274).

Razón por la cual no veo obstáculo alguno en la legitimación de los peticionantes.

Por todo lo expuesto coincido con la Señora Vocal preopinante en que corresponde no hacer lugar a los recursos interpuestos, en los términos del punto 9 del voto que antecede.

ASÍ VOTO.

Por todo ello, S E R E S U E L V E : 1°) No hacer lugar al recurso de nulidad y apelación interpuesto a fs. 14/23 confirmando en todos sus partes las Resoluciones N° 02 (fs. 4/6), su aclaratoria (fs. 7 y vta.) y la ampliación dispuesta por resolución n° 269 (fs. 12/13 vta.). 2°) Costas al apelante vencido. 3°) INSERTESE copia, regístrese, notifíquese y consentida que fuere, devuélvase al Juzgado de origen.

